El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 2ª instancia – 13 de junio de 2018

Proceso: 

 Responsabilidad Civil Extracontractual
Radicación No.:

 66001-31-03-003-2015-00373-02

Demandante: 

 JOSÉ ALONSO MEJÍA LONDOÑO Y OTROS

Demandado:

JORGE IVÁN GARCÍA BALLESTEROS y otro

Magistrado Ponente: 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:


RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS / CONCURRENCIA DE CULPAS /  De acuerdo con esa jurisprudencia, tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él.
(…)

Ello, empero, no significa que las conclusiones que emitan los expertos deban ser acogidas de manera obligatoria e íntegra, pues el juez tiene libertad para apreciar y valorar la prueba, tarea en la que podrá acoger o no las conclusiones que emitan, de acuerdo con los parámetros de la última disposición citada. 

A juicio de la Sala, tal dictamen, como lo alegan los demandados, no demuestra que haya sido el conductor del vehículo 1 el que ocupó la vía que correspondía a los motociclistas demandantes, pues concluyó en su trabajo ser probable que el accidente haya ocurrido así y no explicó los fundamentos técnicos o científicos que le permitieron emitir tal conclusión. 

(…)

Puede entonces decirse que aunque no se demostró que el accidente en el que resultaron lesionados los señores  JAML y  DMAA se haya producido por culpa exclusiva del primero, como se alegó, y que así se hubiese roto el nexo causal que libere de responsabilidad al conductor del vehículo automotor, sí está probado que aquel intervino en su causación, al no desplazarse a una distancia no mayor de un metro, contado desde el andén u orilla de su respectivo carril. 

SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL / ARTÍCULO 1127 DEL CÓDIGO DEL COMERCIO / FINALIDAD DE LA REFORMA EFECTUADA POR LA LEY 45 DE 1990 / VARIACIÓN DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE SUPREMA / SE ACOGE / PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES NO INCLUIDOS COMO RIESGO ASEGURABLE / DEBEN SER CUBIERTOS POR LA ASEGURADORA 

El artículo 1127 del Código de Comercio, antes de ser modificado por la Ley 45 de 1990, decía: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley. Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, con la restricción indicada en el artículo 1055”. 

Con fundamento en esa norma, se entendía que en razón a que se  aseguraba el daño patrimonial que sufría el asegurado, debían incluirse los perjuicios patrimoniales y los extrapatrimoniales, así estuviesen excluidos de la respectiva cobertura porque lo que el asegurado paga a los terceros por concepto de daños extrapatrimoniales, para él se constituye en un daño emergente, en razón a las erogaciones que debe hacer y que pretendió asegurar con la adquisición del seguro.
Ese criterio fue modificado por esta Sala, mediante providencia del 16 de octubre de 2008 , con ponencia del magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, en el proceso radicado bajo el No. 66001-31-03-004-2006-000007-01, con motivo de la reforma que introdujo al citado precepto el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, que actualmente reza: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…”  
Se interpretó entonces que de acuerdo con esa disposición, la aseguradora debía indemnizar los perjuicios de orden patrimonial que se le causen a la víctima y que los perjuicios extrapatrimoniales, para que sean objeto de amparo debían ser incluidos como riesgo asegurable.

(…)
Sin embargo, recientemente la citada Corporación rectificó su criterio y así, en sentencia SC20959-2017 del 12 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez, en proceso con radicación 05001-31-03-005-2008-00497-01…

(…)

Después de referirse a la evolución normativa del seguro de responsabilidad y a las modificaciones que se han hecho al artículo 1127 del estatuto mercantil, a las que antes hizo alusión esta Sala, explicó que en su versión original su fin primordial era la de indemnizar al asegurado de los eventuales perjuicios derivados de sus actuaciones e indicó que el móvil del último para contratar no era otro que el de evitar las pérdidas económicas que llegara a sufrir en caso de resultar responsable civilmente ante otras personas y se viera obligado a indemnizarles los daños que les causara. 

Y al compararla con la que actualmente se haya vigente, después de ser modificada por la ley 45 de 1990, concluyó que el legislador reemplazó el verbo ‘sufrir’ por ‘causar’, de modo que si antes preceptuaba que el seguro de responsabilidad «impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado» con motivo de la responsabilidad en la que incurra; ahora establece que dicho contrato «impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado» con ocasión de esa responsabilidad y textualmente expresó: 

“Sin embargo, tal modificación no tuvo un propósito distinto al de garantizarle a la víctima el pago de los daños que le fueron irrogados, y por eso en virtud de la reforma, ella pasa a ser beneficiaria de la indemnización y titular de un mecanismo directo para obtener el resarcimiento.”

Y para sustentar ese aserto, transcribió las precisiones que al respecto hizo en la exposición de motivos de la reforma que se proponía, hoy convertida en ley 45 de 1990, el Ministro de Hacienda y Crédito Público  y las que se hicieron en la ponencia para primer debate en la Cámara de  Representantes, para concluir que lo que quiso la ley fue procurar la tutela eficaz de los derechos del damnificado, pero nada más y por tanto: 

“no existe razón válida para afirmar que desapareció la razón de ser del aseguramiento, cual es la de servir como garantía de la indemnidad patrimonial del asegurado, quien precisamente acude a dicha modalidad como medida para precaverse de las consecuencias de sus actos.
…

Encuentra la Corte que el planteamiento contenido en la providencia citada de 19 de diciembre de 2006, no solo no era imperioso en el asunto tratado entonces, sino que no guarda relación con el genuino sentido del artículo 1127 del Código de Comercio, razón por la cual en este pronunciamiento se recoge aquella doctrina…”

De acuerdo con lo expuesto, esta Sala cambiará nuevamente su criterio, para separarse del que se modificó desde la sentencia proferida el 16 de octubre de 2008 y acogerá aquel que plasmó la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de la que se acaban de leer algunos de sus apartes, pues en aquella providencia se hizo lo mismo con fundamento en la sentencia de esa Corporación, del 19 de diciembre de 2006, de la que ahora se aparta con argumentos sólidos y con sustento en otros fallos, sin que tenga esta Sala razón alguna que justifique separarse de ese último precedente del órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria.

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual
Procedencia: Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira

Demandantes: José Alonso Mejía Londoño y otros
Apoderado: Rubén Darío Rueda Restrepo

Demandados: Jorge Iván García Ballesteros y Liberty
Apoderados: Martha Liliana Morales Arango y Héctor Jaime Giraldo Duque, en su orden

Radicación: 66001-31-03-003-2015-00373-02

Fecha audiencia: Junio 13 de 2018, hora: 9:00 a.m 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpusieron los  demandados, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 25 de abril de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauraron los señores José Alonso Mejía Londoño, María Amparo Hernández, John Anderson y Lina Marcela Mejía Hernández, Diana María, Claudia Patricia, Elizabeth y Diego Álvarez Aristizábal y Mercedes Aristizábal de Álvarez contra Jorge Iván García Ballesteros y la  sociedad Liberty   Seguros S.A. que también fue llamada en garantía.
CONSIDERACIONES 

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. Las partes están legitimados en la causa.

2.1 Por activa, los señores José Alonso Mejía Londoño, María Amparo Hernández, John Anderson y Lina Marcela Mejía Hernández, el primero en su calidad de víctima directa del accidente; la segunda, por ser su cónyuge y los dos últimos sus hijos, calidades que se acreditaron en el plenario con los documentos de origen notarial que obran a folios 112 a 114 del cuaderno principal.

También Diana María, Claudia Patricia, Elizabeth y Diego Álvarez Aristizábal y Mercedes Aristizábal Montes, la primera víctima directa del accidente, la última  su mamá y los demás sus hermanos, de acuerdo con los documentos de origen notarial que obran a  folios 122 a 125 del mismo cuaderno. 

2.2 Por pasiva lo está el señor Jorge Iván García Ballesteros, propietario del vehículo de placas PFK 020, con el que se dice causó el accidente, como lo demuestra el certificado de tradición expedido por el Instituto Municipal de Tránsito de Pereira que obra a folio 68 del cuaderno No. 1. Además, era su conductor al momento de producirse aquel hecho, como lo aceptó en el escrito por medio del cual dio respuesta al libelo.
La misma legitimación se predica de Liberty Seguros S.A. como entidad aseguradora del último vehículo mencionado, hecho demostrado con la copia de la póliza de seguro de automóviles que obra a folios 473 a 530 del cuaderno No 1, en el que aparece como tomador, asegurado y beneficiario el señor Jorge Iván García Ballesteros, que protege los perjuicios causados con el vehículo de placas PFK 020, y en razón a que acaecido el siniestro objeto de amparo, surgió para las víctimas, como damnificados, por mandato del artículo 1133 del Código de Comercio, subrogado por el 87 de la ley 45 de 1990, la acción directa contra la compañía de seguros.

3. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala establecer si está demostrada la responsabilidad que se endilga al señor Jorge Iván García Ballesteros en el accidente a que se refieren los hechos de la demanda. Solo de ser positiva esa respuesta se analizará lo relacionado con la cuantía de las condenas impuestas en el fallo que se revisa, en lo que fue motivo del recurso y con la forma como debe responder la compañía de seguros también demandada y llamada en garantía.

4. El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

La responsabilidad que surge de las actividades peligrosas encuentra sustento legal en el artículo 2356 del Código Civil y tratándose de daños causados por la colisión de dos vehículos, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC12994-2016, del 15 de septiembre de 2016, radicación 25290 31 03 002 2010 00111 01, con ponencia de la  Dra. Margarita Cabello Blanco: 
“También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria.
Al demandarse a quien causó una lesión como resultado de desarrollar una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, el opositor aduce culpa de la víctima, es menester estudiar cuál se excluye, acontecimiento en el que, ha precisado la Corporación:

“en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir ‘que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, ésta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso’. Lo anterior es así por cuanto, en tratándose ‘de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…) Reiterado en CSJ CS Jul. 25 de 2014, radiación n. 2006-00315)…” 

De acuerdo con esa jurisprudencia, tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él. Ese criterio lo ha sostenido este tribunal en distintas providencias y para citar solo algunas, a él se acudió en sentencia del 15 de enero de 2013, con ponencia del Dr. Fernán Camilo Valencia López, en el proceso con radicación 66170-31-03-001-2009-00128-01; en la del 16 de diciembre de 2016, expediente 66001-31-03-005-2012-00242-01, con ponencia del Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo y en forma más reciente, en sentencia del 27 de septiembre de 2017, con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera, expediente No. 2012-00292-01.
5. En el asunto bajo estudio, el accidente se produjo entre el automóvil de placas  PFK 020, en adelante vehículo 1, conducido por el señor Jorge Iván  García Ballesteros y las motocicletas de placas  QSRT 41 A y QDU 41 B, en adelante vehículos 2 y 3, en su orden, conducidas por los señores José Alonso Mejía Londoño y Diana María Álvarez Aristizábal respectivamente.

Los actores adjudican al señor García Ballesteros la responsabilidad. Concretamente adujeron, en el hecho segundo de la demanda, que con el vehículo que conducía, invadió el carril que correspondía a las motocicletas. 
Aquel señor, por su parte, achaca la responsabilidad a los demandantes, porque el conductor del vehículo 2 se encontraba realizando una maniobra de adelantamiento sin respetar  las normas del Código Nacional de Tránsito, ya que fue él quien impactó la parte lateral izquierda delantera del vehículo 1, el que se desplazaba por su carril, siendo el señor Londoño el causante  de las lesiones que sufrió, y quien impidió realizar maniobra alguna tendiente a evitar el accidente con el vehículo No. 3, cuya conductora no empleaba la distancia legal reglamentaria.

La compañía de seguros aduce que los demandantes conducían a exceso de velocidad, en zona de alta concentración peatonal, de manera paralela y no por el lado derecho de su carril, con lo que se desconocieron varias normas del Código Nacional de Tránsito.

El juzgado dedujo que fue el señor Jorge Iván García Ballesteros el responsable del  accidente, al invadir la vía por la que se desplazaban los motociclistas, con fundamento en el dictamen pericial aportado con la demanda y las explicaciones que dio la experta que lo presentó, en la etapa probatoria del proceso.

6. Ese peritaje fue rendido por dos ingenieros físicos de la Unidad de Criminalistica y Reconstrucción en Eventos de Tránsito –UCRET-, en el que se concluyó ser probable que el accidente haya ocurrido sobre el carril por el que se desplazaban las motocicletas, “lo cual es consistente con el fenómeno de rototraslación descrito por este y su posición final”. También se dijo que no fue posible calcular la velocidad que desarrollaban los vehículos al momento del impacto, ni la posición de los vehículos 2 y 3 para entonces.

Los demandados no están de acuerdo con esa conclusión, porque a su juicio, el dictamen no demuestra que el conductor del vehículo 1 hubiese invadido la vía por la que se desplazaban los motociclistas; al sustentar el recurso que ahora se decide, criticaron las  conclusiones que contiene.
De acuerdo con el artículo 226 del CGP, la prueba pericial es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. Es decir, su finalidad radica en brindarle al juez elementos de juicio sobre conocimientos especializados de los que ordinariamente carece, y que le permitirán adoptar su decisión con criterios objetivos. La misma disposición dice que todo dictamen debe ser claro, preciso, exhaustivo y detallado; en él se explicarán los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones efectuadas, lo mismo que  los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de sus conclusiones y el artículo 232 del mismo código dice que esa prueba se apreciará de acuerdo con las reglas de la sana crítica, teniendo en cuenta la solidez, claridad, exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos, la idoneidad del perito, su comportamiento en la audiencia y los demás elementos probatorios que obren en el proceso.

Ello, empero, no significa que las conclusiones que emitan los expertos deban ser acogidas de manera obligatoria e íntegra, pues el juez tiene libertad para apreciar y valorar la prueba, tarea en la que podrá acoger o no las conclusiones que emitan, de acuerdo con los parámetros de la última disposición citada. 

A juicio de la Sala, tal dictamen, como lo alegan los demandados, no demuestra que haya sido el conductor del vehículo 1 el que ocupó la vía que correspondía a los motociclistas demandantes, pues concluyó en su trabajo ser probable que el accidente haya ocurrido así y no explicó los fundamentos técnicos o científicos que le permitieron emitir tal conclusión.
Al respecto dijo que no fue posible establecer el lugar exacto sobre la vía donde ocurre la colisión, pero emite aquel razonamiento porque la posición final del vehículo 1 es consistente con una maniobra evasiva hacia la derecha antes del impacto, y explica que si el accidente se hubiese producido sobre el carril que le correspondía  “este sería consistente con el fenómeno de la rototraslación”, en el que para que ese automotor alcanzara la posición final establecida en el croquis, tendría que haber girado primero hacia la izquierda y luego hacia la derecha, teniendo en cuenta que luego del impacto se produjo un daño en el eje y la tijera de la rueda delantera del lado izquierdo, siendo poco probable que el vehículo logre modificar su trayectoria en esas condiciones.
Aunque resulta claro que estropeados esos elementos del automotor, era improbable que se pudiera modificar el recorrido que llevaba, no puede predicarse lo mismo en relación con el hecho de que se desplazara el conductor de ese vehículo por la vía que no le correspondía, pues no se indicaron los fundamentos técnicos o científicos de tal conclusión; tampoco los de que la maniobra evasiva se haya realizado antes de la colisión, por el referido carril; ni la razón por la cual, en ese evento, necesariamente hubiese tenido que hacer el conductor un giro hacia la izquierda, para luego hacerlo a la derecha.

Con el interrogatorio que se hizo a una de los peritos que suscribe el dictamen tampoco se lograron establecer los fundamentos de esas afirmaciones. 

En efecto, insistió en que sería muy difícil que el accidente se hubiese producido en el carril del vehículo 1, porque entre su  posición final y la de las motos hay cinco metros aproximadamente, en este trayecto el vehículo sufre un daño en el eje de la tijera, lo que le impide maniobrar correctamente la dirección de su automotor, entonces, dice, hubiese quedado mucho más atrás si una vez producido el  impacto realiza la maniobra evasiva hacia la derecha, no tan adelante frente a la posición de las motos, la distancia recorrida sería menor, y concluye que eso no es físicamente posible, pero tampoco explica el sustento de tal aseveración.

Dice que la física es una ciencia exacta, como las matemáticas; también que la construcción analítica de los accidentes es directamente proporcional a la cantidad de evidencias fehacientes que se tengan y sostiene que con aquellas con las que cuenta es 100% probable la cinemática que se planteó del accidente.

Sin embargo, se refiere a una maniobra de adelantamiento que dice realizaba el automóvil No. 1, de la que no hay prueba en el plenario; a ella no se refieren los hechos de la demanda, tampoco las partes en el proceso, ni los testigos oídos.

También dice que tal maniobra, de la que se reitera no hay prueba en el proceso, “consistente con adelantamiento es como decía por la posición final donde quedó y el punto donde se produjo el contacto”, pero, como lo ella misma lo afirma en su trabajo, no fue posible establecer el sitio donde ese último hecho se produjo.

Aduce que a partir de los daños se estableció cual era la posición relativa entre los vehículos 1 y 2; al contacto, la motocicleta sale expulsada hacia adelante, es un fenómeno físico; el vehículo sigue en movimiento y se detiene más adelante en un fenómeno de rotación, e insiste que eso es consistente con la maniobra de adelantamiento y “nos referimos es que iba en el carril contrario al que se desplazaba inicialmente”, pero no explica con criterios técnicos o científicos esa aseveración.

Reitera que es muy probable que el impacto haya ocurrido sobre el carril por el que se movilizaban los motociclistas, para lo cual se basó en el fenómeno físico, cinemático y dinámica, las reglas de la física y el fenómeno de rototraslación en el automóvil, además se estableció una posición relativa, basada en los daños de los vehículos. Sin embargo, en tal forma tampoco resulta clara la situación que plantea, pues no explica cómo aquellos fenómenos y la posición relativa de esos dos aparatos, le permiten concluir que el vehículo 1 iba por el carril que correspondía a las motocicletas.

Asegura que la maniobra evasiva del conductor del automóvil 1 se produjo antes de recibir el golpe y que la realiza hacia su derecha para reincorporarse a su carril,  sin  explicación científica alguna. 

El apoderado de la aseguradora demandada insiste en interrogarla sobre cómo pudo establecer que se produjo una invasión de la vía, sin huellas de frenado y derrape que determinen procesos de desaceleración, y sostuvo  que todos los modelos físicos son diferentes y tienen inmersas variables y cantidades físicas distintas; que cuando se plantea un modelo físico de un accidente, se basa en la evidencia que se tiene y que en este caso se cuenta con el  fenómeno de la rototraslación de acuerdo con las posiciones finales y los daños de los vehículos, pero tampoco explica científicamente cómo ese fenómeno le permite concluir que el automóvil 1 sobrepasó su propia vía para ingresar a la de los motociclistas demandantes.

En fin, de sus manifestaciones consignadas en el interrogatorio que absolvió, se infiere que la reconstrucción sobre la forma como ocurrió el accidente la hizo a partir de las posiciones finales de los vehículos, los daños que presentaron y las lesiones de quienes conducían las motos, a lo que se refiere como evidencia física para realizar el análisis, pero no indicó la forma en que empleó esos factores, para concluir que el automóvil 1 invadió la vía de los motociclistas y que fue así como se produjo la colisión.

Expresó además que a ella no le corresponde determinar las causas del accidente, “la reconstrucción analítica indica como probable como ocurrió el accidente, pero yo  no puedo decir que hubo invasión de carril porque eso le corresponde a la señora juez determinar si efectivamente así se produjo, yo como perito no puedo pronunciarme sobre la responsabilidad en el accidente, yo no digo quien fue el culpable.” Es decir, que a pesar de insistir en que el vehículo 1 invadió la vía de los motociclistas y que fue así como se produjo la colisión, en últimas afirmó que no podía hacer tal aseveración y que ese juicio de responsabilidad corresponde al juez. 

Y claro, es a ese funcionario al que corresponde definir la cuestión, pero con fundamento en las pruebas practicadas, entre ellas, de ser el caso, el dictamen pericial que constituye un valioso elemento probatorio para definir la cuestión, pues será el medio  que le permita deducir la existencia o inexistencia de hechos para los cuales se requieran conocimientos especializados, de los cuales carece. 
Así las cosas, considera la Sala que el dictamen pericial no demuestra que haya sido el vehículo 1 el que ocupó la vía que correspondía a los motociclistas demandados y por ende, que esa haya sido la razón por la que se produjo su impacto con el vehículo 2.

7. Tal hecho se pretendió demostrar con el testimonio de la señora Angy Julieth Granada López. Dijo ella que el día del accidente un  carro rojo iba a adelantar un taxi, para hacerlo cambió de carril, así  chocó con una moto que luego “rebotó con la señora Diana”, a quien conoce hace quince años, lo que pudo ver porque con un amigo, cuyo nombre inicialmente dijo no recordar, pero luego afirmó que se llamaba Robín, sin que conozca su apellido, iban para donde otra amiga. Sin embargo, sus dichos pierden credibilidad porque aseveró  también que no sabe a cuántos metros del accidente se encontraba cuando ese hecho se produjo; que ocurrió en una curva por la que ella estaba pasando y que iba más adelante. Se le pregunta entonces cómo en esas circunstancias pudo verlo, y dijo no saberlo. Sostuvo además que se quemó las plaquetas de la cabeza debido al vicio; por ende, no recuerda bien las cosas y que de la colisión recuerda un poquito.
Esas últimas expresiones impiden otorgar mérito demostrativo a su testimonio, pues como ella misma lo afirma, no tiene capacidad de recordar, pero además no lucen claros sus dichos en cuanto atribuye responsabilidad en el accidente al conductor del vehículo 1, aunque también dijo que ella se encontraba más adelante del sitio en el que ocurrió y que no sabe cómo lo vio.

8. 
Los demandados adjudican la responsabilidad en el accidente al conductor de la motocicleta No. 2, pero ese hecho también se quedó sin prueba.

En efecto, para demostrar la culpa exclusiva del citado señor, se llamó a declarar al señor Didier Alexánder Serna Villada, quien relató que como copiloto se desplazaba en el vehículo 1, con destino a Santa Rosa de Cabal, tomaron la Avenida del Río por el carril derecho, iban avanzando por ese mismo costado; llegaron a una semicurva; escuchó gritar a Jorge Iván y vio una moto invadiendo el carril que a ellos correspondía, y Jorge maniobró a la derecha para evitar el impacto, con resultados negativos. 
Aunque ese deponente relata de manera clara la forma como en su sentir se produjo el hecho, también adujo que venía mirando su  teléfono y que fue cuando escuchó a Jorge reaccionar que miró hacia adelante y se percató que iban por la vía que les correspondía, lo que no hacía el conductor del vehículo 2 y fue así como se produjo la colisión.

Sus dichos, sin otra prueba que los respalde, no producen la certeza plena de que fue el motociclista el culpable exclusivo del accidente, pues de su propio relato surge evidente que lo que vio acaeció en un espacio temporal mínimo, lo que permite suponer razonadamente, de acuerdo con las reglas de la experiencia, que el testigo no pudo percatarse de todos los detalles que expuso, porque no estaba pendiente de la vía, sino de su teléfono.

9. Otras pruebas que obran en el proceso tampoco acreditan la forma cómo sucedió el hecho de que se trata.

El informe policial que obra a folio 41 del cuaderno No. 1, sobre el accidente de tránsito, rendido por el  patrullero Jhon Jairo Gaviria, nada al respecto demuestra, pues da cuenta de lo acaecido con posterioridad, porque como lo dijo el mismo señor en declaración rendida en la etapa probatoria del proceso, acudió a la escena cuando el evento ya había acaecido, sin que recordara mayores detalles.

Tampoco lo acreditan las copias del proceso penal que se inició con motivo de las lesiones personales que se causaron a las víctimas directas y que obran a folios 705 a 780 del cuaderno principal, pues los documentos que en él obran, dan cuenta de hechos diferentes, y el dictamen que reposa a folios 765 a 770, rendido por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de la Regional Occidente, nada dice al respecto. Además se incorporó a la actuación sin prueba alguna de la que se infiera que las partes en este asunto tuvieron oportunidad de controvertirlo.

10. De esa manera las cosas, como el hecho se produjo en concurrencia de actividades peligrosas, sin que se haya demostrado  la culpa del conductor del vehículo No. 1, tampoco la del conductor del vehículo No. 2, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Suprema de  Justicia atrás leída y los precedentes de este tribunal,  sigue gravitando sobre el primero la presunción de culpa que consagra el artículo 2356 del Código Civil, al no demostrar la existencia de la culpa exclusiva del segundo, que fuera la causa del daño. 

11. Aduce el apoderado de la compañía de seguros que quienes conducían los vehículos 2 y 3 incurrieron en conductas reprochables, al desconocer el artículo 94 de la ley 769 de 2002, que ordena a los conductores de motocicletas: “transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de un (1) metro de la acera u orilla”; hacerlo uno detrás de otro cuando transiten en grupo; respetar las señales de tránsito y los límites de velocidad”. De manera concreta dijo que los citados señores no se encontraban al lado derecho de su carril, transitando uno detrás de otro, mientras que el vehículo 1 conducía cumpliendo la normatividad existente.

La apoderada del señor García Ballesteros aduce que el conductor del vehículo 2 realizó una maniobra de adelantamiento, infringiendo las normas de tránsito y cita los artículos 96, 60 y 68 del Código Nacional de Tránsito, ya que impactó con el vehículo 1, que era conducido por su carril sin desconocer ninguna norma de tránsito. Insiste que fue aquel quien causó el accidente e impidió realizar alguna maniobra tendiente a evitarlo con el vehículo 3, que no conservaba la distancia establecida en el artículo 108 del mismo código.
De acuerdo con el artículo 94 de ese código, los motociclistas deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de un  metro de la acera u orilla; y los artículos 60 y 68, aplicables también a aquellas personas por mandato del 95, dice, en relación a lo que es objeto de controversia, que los vehículos deben transitar, obligatoriamente, por sus respectivos carriles, dentro de las líneas de demarcación, y atravesarlos solamente para efectuar maniobras de adelantamiento o de cruce y en aquellas vías de dos carriles, en doble sentido, ordena que se movilicen por el carril de su derecha y utilizar con precaución el carril de su izquierda para maniobras de adelantamiento; el 108 señala la separación que deben llevar los vehículos que  circulen uno tras otro en el mismo carril de una calzada, de acuerdo con la velocidad.
Dejando de lado lo relacionado con la invasión del carril que los conductores de los vehículos 1 y 2 se achacan uno al otro, pues como se ha explicado, no fue posible establecer cuál de incurrió en esa reprochable conducta, es claro que el último no respetó la distancia que debía conservar, no mayor de un metro desde el andén o la orilla de su propio carril, pues el hecho se produjo muy cerca de la línea que divide los dos carriles, como puede inferirse de la circunstancia de que esos conductores digan cada uno que fue el otro el que invadió su carril y que vio el uno al otro de improviso, sin que por tanto, hayan podido evitar el accidente. 
Además, porque el conductor del vehículo 2 dijo que adelantó una moto, mucho más abajo, una cuadra más o menos del accidente, y la otra conductora, la del vehículo 3, afirmó que efectivamente José Alonso la había sobrepasado más o menos a esa misma distancia, aseveraciones de las que surge evidente que el primero aventajó en su trayecto a la segunda, pero no conservó, después de realizada la maniobra, la ubicación que le correspondía, hecho al que nunca hicieron mención los dos últimos y en aquellas expresiones encuentra la Sala una confesión, que reúne los requisitos del artículo 191 del CGP y que debe ser apreciada como testimonio frente a los demás accionantes, litisconsorcios facultativos, de acuerdo con el último inciso del artículo 192 del mismo código.

No resulta posible concluir que el accidente se produjo por culpa exclusiva de las víctimas, con fundamento en las demás  circunstancias que aducen los demandados, pues no iban los motociclistas en grupo como para que uno tuviese que estar tras otro, conservando una determinada velocidad; tampoco que la conductora del vehículo 3 hubiese desconocido normas de tránsito.
12. Puede entonces decirse que aunque no se demostró que el accidente en el que resultaron lesionados los señores  José Alonso Mejía Londoño y  Diana María Álvarez Aristizabal se haya producido por culpa exclusiva del primero, como se alegó, y que así se hubiese roto el nexo causal que libere de responsabilidad al conductor del vehículo automotor, sí está probado que aquel intervino en su causación, al no desplazarse a una distancia no mayor de un metro, contado desde el andén u orilla de su respectivo carril. 

13. Es necesario entonces establecer, ante la concurrencia de culpas en una de las víctimas y en el causante del accidente, la incidencia de cada una de sus conductas en la producción del daño.

 
De acuerdo con las pruebas de que se ha hecho mención, para la Sala, la atribución de tal responsabilidad recae principalmente en el demandado Jorge Iván García Ballesteros porque al señor José Alonso Mejía Londoño solo se le puede reprochar el no conservar la distancia que debía llevar por su carril, contada desde el andén u orilla, mas no alguna otra que permita deducir que fue mayor la incidencia de su conducta en el accidente. 

En síntesis, al resultado dañoso concurrieron tanto la culpa del conductor del vehículo 1 como la víctima del accidente que conducía el vehículo 2, y como sopesadas ambas conductas encuentre la Sala que tuvo mayor incidencia en la producción del daño la del primero, al hacer las respectivas condenas, se reducirán en un 40% de su valor de acuerdo con el artículo 2357 del Código Civil según el cual “la apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente” en relación con los daños causados al señor José Alonso Mejía Londoño y su grupo familiar. No se procederá en tal forma respecto de los daños que sufrieron Diana María Álvarez Aristizábal y los miembros de su familia porque ella no tuvo intervención causal en el hecho dañino. 

14. De otro lado, como está probada la existencia del accidente, hecho que no fue objeto de controversia; la culpa en el demandado que no fue desvirtuada; el daño que sufrieron los demandantes y el nexo causal entre los últimos, se concluye que están acreditados todos los elementos de la responsabilidad civil.

15. Es menester entonces analizar lo relacionado con los perjuicios reconocidos y la cuantía en que fueron tasados, en relación con lo que al respecto fue motivo de impugnación.
La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado la necesidad de acreditar el daño cuya indemnización se reclama:
“8. Dado que el cuestionamiento formulado por la parte demandada a la decisión del Tribunal tiene que ver con la acreditación del daño y su cuantía, es del caso recordar que dicho factor constituye uno de los pilares de la responsabilidad, sin el cual, no es viable predicarse la presencia de ésta y mucho menos derivarle efectos resarcitorios adversos al demandado. Adicionalmente, para que la reparación de ese elemento pueda concretarse, a más de la afectación a un bien jurídicamente tutelado, se requiere acreditar la realidad, certeza o veracidad del mismo…

9. Ahora bien, para efectos de reconocer o no la obligación resarcitoria, el sentenciador debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente incorporadas a la actuación, cuya apreciación debe realizar ‘de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos’, como lo disponen los preceptos 174 y 187 del Código de Procedimiento Civil.”

El Juzgado, sin mayor fundamento probatorio, fijó la cuantía de las indemnizaciones reclamadas por lucro cesante futuro, daños morales, daño a la vida de relación, por otros gastos y por los que se causaron a las motocicletas. A continuación se analizarán los argumentos expuestos por los recurrentes, que no están de acuerdo con la cuantificación en algunos casos y en otros con su reconocimiento.
16. La apoderada del señor José Alonso Mejía Londoño, al formular sus reparos, dijo que estaba en desacuerdo con la cuantía en que fueron liquidados el lucro cesante pasado y futuro y que en esta instancia haría las ampliaciones respectivas. Al sustentar el recurso en esta sede solo reveló su inconformidad con aquellos en que se tasaron los que reclamó el señor José Alonso Londoño, con el argumento de que siempre ha devengado su salario, como lo indicó su empleador. Nada dijo en relación con la otra víctima directa del accidente.

Ese mismo argumento empleó el apoderado de la compañía de seguros para solicitar la revocatoria del fallo que liquidó la indemnización por lucro cesante futuro a favor del señor Mejía Londoño. 
El último, en relación con la señora Diana María Álvarez Aristizábal, expresó que esta aceptó que el lucro cesante que reclamaba correspondía al tema de una tienda, la que no dejó de producir. Adujo también  que cosa diferente hubiera sido demostrar el ingreso y que con motivo del  accidente se hubiera producido una invalidez y estuviera percibiendo de la seguridad social una pensión que no es incompatible con el evento de la responsabilidad civil, pero aquí quedo probado que no hubo lucro cesante. 

Está demostrado en el plenario que las víctimas directas del accidente continuaron laborando, después de que cesó para cada uno de ellos la incapacidad médica. Tal hecho lo aceptaron en los interrogatorios que absolvieron y lo confirmó respecto del señor José Alonso, su empleador Gustavo Carrillo Arredondo. Se trata pues de un hecho sobre el que no existe controversia.

Sin embargo, tal circunstancia no los libera de indemnizar, porque el que ha causado un daño es obligado a repararlo de acuerdo con los artículos 2341 y siguientes del CC, que regulan lo relacionado con la responsabilidad común por los delitos y las culpas, sin que se les pueda exonerar con fundamento en el razonamiento al que acuden los impugnantes. Hacerlo sería tanto como decir que la persona que pierde parcialmente la capacidad para trabajar no puede en adelante desempeñar ninguna labor, so pena de no ser  indemnizado, a pesar de que aún conserva capacidad para hacerlo. 

En conclusión,  decir que la indemnización por el concepto que se analiza procede solo en el evento de que la víctima deje de laborar y de obtener un salario, es argumento que carece de  fundamento legal y que por ende, no puede aceptar la Sala. 
Tampoco aquel que invoca el apoderado de la compañía de seguros para obtener la revocatoria de la condena que por el concepto de que se trata se hizo a favor de la señora Diana María Álvarez Aristizábal, pues la indemnización se le impuso por la pérdida de su capacidad para trabajar; no porque el negocio familiar que atendía en su residencia haya dejado de producir.

El mismo abogado aduce que no hubo forma de aclarar porqué la incapacidad para laborar que de acuerdo con los documentos aportados con la demanda se había fijado para el señor José  Alonso Mejía Londoño, se aumentó en la calificación que en el curso del proceso hizo la Junta Regional de Calificación de Invalidez. 
Tal argumento carece de incidencia para modificar la condena impuesta, pues aunque la jueza de primera sede, al fijar el monto de las indemnizaciones no sustentó las decisiones que al efecto adoptó, la correspondiente al lucro cesante futuro está por debajo de la cuantía en que fue liquidada por el perito Héctor Ospina Sierra en el dictamen que obra a folios 324 a 327 del cuaderno No. 1, que la tasó en la suma de $48.014.070.050. El Juzgado, empero, estableció el monto de la indemnización de que se trata en $46.811.284.50 sin explicación alguna.
El citado profesional, al elaborar su trabajo, tuvo en cuenta el dictamen pericial aportado con la demanda, que reposa a folios 178 a 181 del cuaderno citado, y que calificó en el 43.55% la pérdida de la capacidad para laborar del citado señor. Es decir, no sustentó su dictamen con aquel que expidió la Junta Regional de Calificación de Invalidez que la estableció en el 52.27% de acuerdo con el documento que se ve a folios 686 a 688 del cuaderno citado.

De esa manera las cosas, por el planteamiento que analiza, tampoco resulta posible modificar la cuantía de la indemnización que fijó la juez de primera sede por lucro cesante futuro, aunque se reducirá en un 40% como atrás se indicara.
Sobre el lucro cesante pasado ningún pronunciamiento hizo la funcionaria de primera sede. Sin embargo, aspecto como eso no fue motivo de impugnación y por ende, la Sala carece de competencia para adicionar el fallo que se revisa. Esos puntos, definidos en la sentencia de primera instancia son intocables ahora, en la medida que no son objeto de cuestionamiento
17. Están inconformes los demandados con el monto en que se establecieron los perjuicios morales.
La apoderada del señor García Ballesteros aduce que resultan excesivos porque la CSJ los ha fijado hasta en $60.000.000 por la pérdida de un ser querido, y en este caso, en el que los señores José Alonso Mejía Londoño y Diana María Álvarez Aristizábal  perdieron su capacidad para laborar en un 52% y en un 22.45%, respectivamente se fijaron en $55.000.000 y $20.000.000 en su orden y se accedió a las condenas en la forma reclamada por los demás familiares de esas personas, víctimas directas del accidente. Los de Diana María y su familia se tasaron, sin análisis probatorio alguno.

La jueza de primera sede fijó el monto de tales perjuicios en la suma de $55.000.000 para José Alonso; $32.217.500 para su esposa y $16.108.750 para cada uno de los hijos, con el argumento de que perdió su capacidad para laborar en un 52.27%, hecho que a todos causa dolor, no solo a la víctima, sino a los demás miembros de su familia, quienes pasaron de tener un padre y esposo normal a un padre con problemas severos y sin posibilidad de recuperarse, al haber quedado con una enfermedad progresiva.

Los que corresponden a Diana María fueron tasados con el argumento del dolor que todos sufrieron con motivo del accidente de tránsito, que no solo la incapacitaron sino que le causaron deformidad en el brazo.  Se fijaron en $20.000.000 para aquella, $10.000.000 para su madre y $3.000.000 para cada uno de sus hermanos.
Los hechos de la demanda dan cuenta de la incapacidad parcial que sufrió el señor José Alonso Mejía Londoño y que se calificó en 43.55%. En las pretensiones de la demanda también se solicitó se  fijaran los perjuicios morales que para él, su esposa y sus hijos se reclaman, con fundamento en esa calificación.

En el curso del proceso, decidió el juzgado decretar un nuevo dictamen para establecer la pérdida de la capacidad laboral del citado señor y ordenó que lo hiciera la Junta de Calificación  Regional de Risaralda, a costa de la compañía de seguros.
Y como ya se indicara, fijó la cuantía de los perjuicios morales para él y para su familia con fundamento en la pérdida de su capacidad laboral superior al 50%, al parecer, porque tampoco lo dice, con fundamento en ese último dictamen.
Así, desconoció el principio  de congruencia que consagra el artículo 281 del CGP, según el cual la sentencia debe estar en consonancia con los hechos y pretensiones de la demanda y en las demás  oportunidades que ese código consagra y aunque el mismo artículo autoriza tener en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse presentado la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión, eso no fue lo que aconteció en este caso en el que quien representa a los demandantes no alegó que se hubiese producido alguna modificación en las condiciones del señor José Alonso para que fuera atendida en la sentencia, y  aunque en sus alegatos en primera instancia se refirió al dictamen que practicó la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, sustentó lo relacionado con la cuantía de los perjuicios de que se trata en aquel que presentó con la demanda, en el que fueron liquidados con fundamento en el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 43.55%, como ya se indicara.

En consecuencia, para fijar los perjuicios de que se trata se estará a los supuestos fácticos relatados en la demanda y a las pretensiones elevadas, y con fundamento en las pruebas recogidas, se determinará si fueron excesivos los que se establecieron en favor de los aquí demandantes, como lo alega la apoderada del señor García Ballesteros.

No se considera necesario hacerlo con sustento en el razonamiento al que aludió el apoderado de la aseguradora en esta sede, que al sustentar el reparo por la cuantía de tal perjuicio, solo dijo  que como nunca se explicó la razón por la cual se aumentó la pérdida de la capacidad para trabajar del señor José Alonso, debe reducirse el daño moral, de acuerdo con lo que ya expresó la Sala, sobre ese aspecto, en otro aparte de esta providencia. El referido apoderado no mostró inconformidad con la cuantía en que se tasaron los perjuicios morales para la señora Diana María y su familia.

El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. 

Su reparación pecuniaria conlleva una fuente de alivio frente al dolor sufrido, de manera tal que se proporcione al perjudicado una satisfacción por el que se le causó, una razonable retribución para quien resultó menoscabado en sus intereses no patrimoniales.

Aunque para establecer su cuantía corresponde al juez obrar según su prudente arbitrio, la existencia personal del daño sufrido debe ser acreditada, así como la intensidad del agravio, aspecto sobre el cual dijo la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC21828-2017, del 19 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo, en proceso con radicación No. 08001 -31-03-009-2007-00052-01: 

“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador. 

Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la víctima y en asuntos civiles, la determinación del monto del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción. 

Al respecto, ‘[d]entro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales’ (artículo 16 de la Ley 446 de 1998 ; cas. civ. sentencias de 3 de septiembre de 1991, 5 de noviembre de 1998 y 1º de abril de 2003), es decir, se consagra el resarcimiento de todos los daños causados, sean patrimoniales, ora extrapatrimoniales, aplicando la equidad que no equivale a arbitrariedad ni permite ‘valoraciones manifiestamente exorbitantes o, al contrario inicuas y desproporcionadas en relación con los perjuicios sufridos’ (Flavio Peccenini, La liquidazione del danno morale, in Monateri, Bona, Oliva, Peccenini, Tullini, Il danno alla persona, Torino, 2000, Tomo I, 108 ss) (CSJ, SC del 18 de septiembre de 2009, Rad. n.° 2005-00406-01…). 

…Como se ve, pese a que para la cuantificación de uno y otro perjuicio, es decir, del moral y del concerniente con la vida de relación, los jueces deben proceder conforme su prudente juicio, la determinación que adopten al respecto no puede carecer de fundamentos objetivos y, mucho menos, ser caprichosa o arbitraria, sino que, por el contrario, debe estar siempre fincada en las precisas circunstancias fácticas del caso sometido a su conocimiento. 

Con otras palabras, cabe señalar, en apretada síntesis, que la fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la intensidad de dolor sufrido por la víctima, en el caso del daño puramente moral…”

Al sustentar el medio de impugnación que ahora se decide no controvirtieron los impugnantes la existencia del daño moral padecido por los demandantes. Sin embargo, para establecer su cuantía han de tenerse en cuenta las pruebas recogidas para tratar de establecer la magnitud del daño producido. 
Al fijar el litigio se declararon probados, entre otros, los hechos  quinto y sexto de la demanda. En el primero se indicó que el señor José Alonso Londoño Mejía, de acuerdo con las valoraciones médico legales que se le practicaron sufrió politraumatismo con trauma craneoencefálico con fracturas faciales, fractura mandibular y fractura expuesta de tibia izquierda. Fue intervenido quirúrgicamente para tratamiento de heridas faciales y de fractura de tibia, se le incapacitó durante cincuenta y seis días y como secuelas médico legales le quedaron la deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente y perturbación funcional del órgano de la locomoción  de carácter transitorio y perturbación funcional del miembro inferior izquierdo de carácter transitorio.
Respecto de la señora Diana María, con fundamento en las mismas evaluaciones,  se le diagnosticó luxofractura de base del olecanon y cabeza radial con compromiso articular (codo derecho), fractura compleja de apófisis estiloides del cúbito proximal, fractura de escafoides izquierdo; cicatriz quirúrgica en antebrazo distal izquierdo y rigidez en semiflexión con limitación  funcional del codo derecho; la incapacidad médico legal fue de setenta días y como secuelas presentó deformidad  física  que afecta el cuerpo de carácter permanente y perturbación funcional del miembro superior derecho de carácter permanente.
Y de acuerdo con los dictámenes incorporados al proceso, las lesiones que sufrieron los incapacitó para laborar en un 43.55% al señor José Alonso y en el 22.45% a Diana María. 
Esas circunstancias permiten inferir con seguridad la existencia del perjuicio moral que estos reclaman, por la angustia y dolor que se padece generalmente frente a un evento tan traumático como el que les ha tocado padecer y que continuarán sufriendo con motivo de las secuelas definitivas que los afectarán para siempre.
Tampoco se discutió lo relacionado con el vínculo de parentesco entre las distintas personas que integran cada familia, y que permite presumir la existencia de una relación afectiva e intensa entre ellos, porque las reglas sociales, sicológicas y de la experiencia enseñan que  los seres humanos, ante el dolor de los más cercanos miembros de la familia, experimentan sentimientos de sufrimiento, soledad, vacío y pesadumbre. 
Y confirman la existencia de esos perjuicios los testimonios de los señores Édison López Hernández, cuñado de José Alonso, quien relató que todo su grupo familiar ha resultado muy afectado emocionalmente con los daños físicos que aquel sufrió y que afectan su esfera mental, lo que percibe de manera personal porque visita el lugar donde reside. También las versiones del señor Walter Hurtado Cortés, vecino del mismo señor para la fecha del accidente, quien narró que la familia entera quedó muy afectada y él intentaba darles apoyo moral.

Jaime Alberto Cardona Niño y Alba Milena Carmona Carmona, amigos de Diana también se percataron del dolor que esta y su familia experimentaron y que percibieron en las visitas que le hicieron por la época del accidente.
De todos modos, no fue motivo de impugnación la inexistencia de tales perjuicios, sino la cuantía en que fueron tasados, que la apoderada del conductor demandado considera exagerada. 

Aunque no se puede desconocer el sufrimiento que han debido experimentar los demandantes víctimas directas del accidente y sus familiares ante las lesiones que aquellos sufrieron y las consecuencias que de por vida los afectarán, se considera excesiva  la cuantía en que fueron establecidos por el juzgado de primera sede los que corresponden al señor  José Alonso y a su familia, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justicia, ha venido imponiendo condenas por el concepto de que se trata hasta en $60.000.000, concretamente en sentencias SC-13925 de 30 de septiembre 2016, radicación No. 05001-31-03-003-2005-00174-01 y SC-15996 de 29 de noviembre de 2016, radicación #11001-31-03-018-2005-00488-01 y lo reiteró en auto AC043-2017, del 17 de enero de 2017, en proceso con radicación  No. 11001-02-03-000-2016-02863-00

En este caso, se fijó suma muy cercana a esa, en favor de  José Alonso Mejía Londoño, frente a situación diferente, pues no se trataba de indemnizarlo como víctima por la muerte de un pariente cercano.

Por tanto, se reducirán para establecerlos a favor del citado señor en la suma de $40.000.000, lo que por obvias razones obliga a hacer lo propio en relación a los que se fijaron a favor de la cónyuge y de sus hijos, que se determinarán en $15.000.000 para la  primera  y en $7.500.000 para cada uno de los segundos, con la reducción del 40% como ya se anunció.

La cuantía de aquellos que se fijaron a favor de los demás accionantes, se consideran prudentes, teniendo en cuenta la naturaleza de las lesiones padecidas por Diana María y sus famiiares.
19. Los apoderados de ambos demandados critican la sentencia en razón a que reconoció unos daños a la vida de relación que no fueron solicitados y tienen razón. En efecto, en la demanda solo se solicitaron tales perjuicios para las víctimas directas del accidente. Sin embargo, en la sentencia, con desconocimiento del principio de congruencia al que ya se hizo alusión, se establecieron también en favor del grupo familiar del señor José Alonso Mejía Londoño, decisión que será revocada.
Y aunque ninguna suma se estableció a favor de Diana María, la parte perjudicada con la omisión no interpuso recurso contra la providencia de que se trata y por ende, el asunto resulta ajeno a este Tribunal, de acuerdo con los artículos  320 y 328 del CGP.
20. La apoderada del señor García Ballesteros tampoco está conforme con las condenas impuestas a favor de cada uno de los  motociclistas, por concepto de los daños a los vehículos en que se desplazaban, porque no se probaron.
En el croquis sobre el accidente, que obra a folios 42 y 43 del cuaderno No. 1, el funcionario del Instituto Municipal de Tránsito que lo elaboró, describió los daños que sufrieron las motocicletas involucradas en aquel hecho y a tal documento se concede mérito demostrativo de acuerdo con el artículo 257 del CGP. 
Evidencian tales daños las fotografías allegadas con la demanda y que obran a folios  255 a 267 de ese mismo cuaderno, que no fueron tachadas por los demandados y por tanto se consideran auténticas de acuerdo con el artículo 244 del CGP.

Los peritos de la Unidad de Criminalística y Reconstrucción de Eventos de Tránsito relacionaron también los desperfectos que presentaban esos vehículos, para lo cual, como lo anuncian en su trabajo, practicaron inspección ocular a cada uno de esos aparatos, y sobre ese aspecto el dictamen puede ser apreciado para considerar demostrada la existencia del daño de que se trata, ya que al respecto se ofrece sólido, claro y preciso y porque coinciden sus apreciaciones, con las otras dos pruebas ya referidas, lo que permite entonces decir que de su análisis en conjunto puede decirse, contrario a lo afirmado por la apoderada del señor Jorge Iván, que sí se demostraron los daños que sufrieron los referidos vehículos.

La cuantía de los daños por el concepto de que se trata, se estimó bajo juramento en la demanda. Concretamente en las sumas de $3.180.000 para la motocicleta de José Alonso Mejía Londoño  y $1.023.000 para la de Diana María Álvarez Aristizábal. 

La juez de primera instancia como aconteció con la mayoría de las decisiones que adoptó, tampoco sustentó la razón por la cual imponía las condenas por esos conceptos, y reconoció aquella primera suma; pero los daños de la otra moto los fijó en $1.180.000, sin fundamento alguno. 

El representante de la sociedad Liberty Seguros S.A., al dar respuesta al libelo, dijo objetar el juramento estimatorio porque no se reúnen los requisitos para deprecar responsabilidad  en cabeza de alguno de los demandados y porque no pueden pretender un enriquecimiento injustificado; agregó que no se tiene certeza sobre la veracidad de las certificaciones aportadas, sin especificar alguna, porque no se adjuntan a ellas el pago de la seguridad social correspondientes a los referidos ingresos, necesarias  para pagar cuentas de cobro o facturas; además, carecen de valor probatorio porque no fueron ratificadas y al responder la demanda se opuso a la presunción de autenticidad de los documentos emanados de terceros de carácter declarativo. (folio 454)
En la misma oportunidad, la apoderada del señor Jorge Iván García Ballesteros  adujo que la cifra reclamada por los demandantes  es exagerada teniendo en cuenta que no se aportó ninguna certificación del pago a la seguridad social; si los demandantes tenían un contrato de trabajo, agrega, es lógico que deben realizar aportes a ese sistema y es la EPS la encargada de pagar las incapacidades a sus trabajadores y seguramente así lo hizo respecto del lucro cesante consolidado. En relación con el lucro cesante futuro, agregó, se aportaron certificaciones expedidas por expertos en medicina laboral, sin encontrarse validadas por la Junta de Calificación  de Risaralda, sin que sea entonces posible establecer los montos correspondientes, pretendiendo entonces un enriquecimiento injustificado. (folio 567)
El artículo 206 del CGP, dice: “Juramento estimatorio. Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. Solo se considerará la objeción que especifique razonadamente la inexactitud que se le atribuya a la estimación.”

De acuerdo con esa disposición, el juramento estimatorio constituye un medio de prueba que permite a la parte demandante tasar los perjuicios cuya indemnización pretende, pero además objetarlos a la parte demandada, especificando razonadamente la inexactitud que se atribuye, sin que de todos modos se libere a los primeros de acreditar el perjuicio que valora.
Por tanto, contrario a lo alegado por la impugnante, sí se demostró la cuantía de los daños de que se trata; el apoderado del demandante estimó su valor bajo juramento y aunque los demandados la objetaron, no indicaron la inexactitud que le atribuían. Sobre el valor de los daños a que se hace referencia nada dijeron y por ende, no puede tenerse como objeción.

En consecuencia, se  confirmará la decisión del juzgado de primera sede que reconoció la existencia de esos perjuicios, pero modificando la cuantía en que fueron establecidos los que corresponden a la señora Diana María, para fijarlos en la suma indicada en el juramento estimatorio, esto es en $1.023.000 y no en  $1.180.000 en que fueron determinados y para reducir la condena por tal concepto a favor del otro demandante, en un 40% como ya se ha explicado.
21. En la demanda se solicitó reconocer la suma de $818.450 a favor del señor José Alonso por concepto de medicamentos, transporte en grúa de la motocicleta y gastos de parqueadero “en patios”. El juzgado los reconoció, sin fundamento probatorio y jurídico alguno.

La apoderada del señor Jorge Iván Ballesteros no está conforme con la providencia porque se reconocieron esos gastos médicos a favor de José Alonso, cuando fueron asumidos por el SOAT. Nada dijo sobre los que corresponden a parqueadero y servicio de grúa, asunto sobre el que se considera entonces, está conforme con la providencia y por ende, no se analizará. 

Para acreditar esos gastos médicos, se incorporaron al proceso cuatro  facturas en las que  se cita  como cliente al señor José Alonso Londoño. La primera, de la empresa Optivisión, relaciona la compra de  un lente Ovatión CR y “trabajo óptico”, fue expedida el 14 de mayo de  2012, por la suma de $250.000. La segunda, por valor de $125.000, expedida por la misma entidad, relaciona el pago de  la factura 6548 el 14 de mayo del mismo año. La tercera  relaciona unos medicamentos  adquiridos el 29 de marzo del año citado. Y  la cuarta, el pago por la suma de $125.000 que se hizo en la Clínica y Boutique de la Audición, el 4 de marzo de 2015. Esos documentos obran a folios 271 y  273 del cuaderno principal.
Los dos primeros y el último hacen relación a la compra de un producto de optometría y al pago de un servicio por el mismo concepto y por audición. Sin embargo, ni la historia clínica que obra a folios 127 a 169 del cuaderno citado, ni el dictamen médico aportado para demostrar la incapacidad para laborar del citado señor  que obra a folios 178 a 181 de ese mismo cuaderno, dan cuenta de daños en la humanidad del señor Londoño, con motivo del accidente en el que resultó lesionado, que justificarán la adquisición del primer producto, ni la prestación de los demás servicios a que se refieren las facturas descritas. Tampoco los hechos de la demanda.

La penúltima de tales facturas relaciona el pago de unos medicamentos, pero no tiene la Sala cómo deducir que correspondan a alguna fórmula que haya tenido que adquirir el señor Londoño con motivo de las lesiones que sufrió en el accidente de tránsito en el que resultó lesionado.
De esa manera las cosas, ante la ausencia de prueba que demuestre el perjuicio de que se trata, no ha debido imponerse condena alguna por ese concepto. En consecuencia, se revocará la decisión que ordenó su reconocimiento.

Por tanto, el concepto de otros gastos será reducido para establecer su valor solo por los que corresponden al uso de una grúa y al costo del parqueadero, que según el documento que obra a folio 272 del cuaderno 1, ascendieron a $74.400, sin que lo relacionado con la existencia de tal perjuicio, como ya se indicara,  haya sido motivo de  recurso. Sin embargo, se reducirán en un 40%, por lo expuesto en otro aparte de esta providencia.
22. Por concepto de otros gastos solicitó el apoderado de Diana María el reconocimiento de $7.494.500, y sin discriminar el concepto de cada uno, dijo que correspondían a  consultas médicas, procedimientos quirúrgicos, fisioterapias, calificación médico legal, transporte para asistir a las citas médicas, a Medicina Legal, a la Fiscalía, etc.; servicio de empleada doméstica durante 25 días, transporte de grúa y parqueadero de la motocicleta y audiencia de conciliación extrajudicial en la Cámara de Comercio de Dosquebradas. A esa pretensión accedió el juzgado, sin analizar prueba alguna.
La apoderada del señor Jorge Iván García Ballesteros está inconforme con las sumas reconocidas por concepto de gastos médicos, que según dice, debió asumirlos el SOAT y por empleada doméstica, que no se acreditó, de acuerdo con lo que expresó al hacer los reparos y al sustentarlos en esta sede.
Con la demanda se incorporaron  una serie de recibos sobre pago a la sociedad Reto Rehabilitación SAS por concepto de terapias físicas y neurales que se realizaron a la señora Diana Álvarez Aristizábal entre abril de 2012 y febrero de 2013, por distintos valores que suman todas $1.571.000 (Folios 278 a 289 cuaderno 1); pago de consultas particulares, en la clínica Comfamiliar  por ortopedia y traumatología, los días  15 de mayo y 5 de julio de 2012, cada una por valor de $62.000 (folio 291, cuaderno No. 1); un recibo suscrito por el Dr. Alejandro López Cardona, especialista en ortopedia y traumatología, en el que se expresa que recibió de la señora Diana María Álvarez Aristizábal la suma de $3.400.000 por concepto de “honorarios médicos cirujano, anestesiólogo,  ayudante, derechos de sala e insumos”, suscrito el 28 de septiembre de 2012 (folio 293, cuaderno No. 1); un recibo sobre el pago de una radiografía de codo realizada a la misma señora en el Instituto de Diagnóstico Médico Idime, el 25 de julio de 2012, por valor de $31.500 (folio 294, cuaderno No. 1); una factura expedida por la misma entidad, por la realización de un TAC a la misma dama, el 22 de agosto de 2012, por valor de $350.000 (folio 294, cuaderno No. 1).

Los referidos gastos, que ascienden a $5.476.500 serán reconocidos, pues corresponden a procedimientos a los que hubo de someterse después de las lesiones que sufrió con motivo del accidente a que se refieren los hechos de la demanda, sin que como lo alega la apoderada del señor García Ballesteros los haya asumido el SOAT. Eso no es lo que enseñan los documentos descritos, a los que la Sala concede valor demostrativo porque aunque se presentaron en vigencia del CPC y solicitaron los demandados que fueran ratificados, frente al auto que decretó pruebas, en la que no se dispuso hacerlo, se abstuvieron de interponer recurso alguno. En sentido similar se pronunció esta Sala en providencia del 17 de mayo de este año, con ponencia del Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo, expediente radicado bajo el No. 66001-31-03-005-2012-00294-02, aunque refiriéndose a unos testimonios  rendidos extraprocesalmente y de los cuales la sociedad llamada en garantía solicitó su ratificación. 
Lo relacionado con el valor que hubo de pagarse a una persona para que atendiera los servicios domésticos es hecho que no cuenta con respaldo probatorio en el plenario. Ninguna lo pone en evidencia; ni siquiera el recibo que se allegó por $460.000 para demostrar  el desembolso (folio 296, cuaderno No. 1) porque en él solo se indica que  Sandra P. Zapata recibió esa suma por servicios varios, durante 25 días, desde el 27 de marzo hasta el 20 de abril de 2012, pero no especifica de cuáles se trataron y está ausente alguna otra prueba que confirme que fue por la ayuda doméstica que requirió en su enfermedad.
Por concepto de gastos de transporte para asistir a diferentes citas, se arrimaron las cuentas de cobro Nos. 01, 02, 03 y 04 que hizo la señora Diana Milena Ospina a la señora Diana María Álvarez Aristizábal, desde el 24 al 28 de marzo de 2012 y en los meses de abril a junio del mismo año, para trasladarla a los lugares que indicó el abogado que la representa y que ascienden a $301.500. 

Para acreditar el transporte en grúa de la motocicleta en la que se accidentó y de parqueadero “en patios”, se aportó recibo expedido por Inversiones Grúas del Café, por valor de  $74.400 y para demostrar el valor de la audiencia de conciliación se arrimó un recibo de caja suscrito por la abogada María Arbeláez, por valor de $270.000. (folios 311 y 315 del cuaderno 1).

Como lo relacionado con las condenas impuestas por esos aspectos no fue motivo del recurso que ahora se decide, se mantendrán y se establecerán entonces en $6.135.400 los perjuicios reclamados como “otros gastos”.
No se apreció, para efectos de la indemnización reclamada, el  documento que obra a folio 292 del cuaderno principal que se relaciona con el pago de una consulta particular, por $100.000, el 21 de agosto de 2012, en razón a que en no se citó el nombre del respectivo profesional, ni de quien hizo el pago, ni el motivo de tal consulta y por tanto, no es posible determinar si tiene relación con los daños que sufrieron los demandantes en el accidente.

23. Considera el apoderado de la compañía de seguros que debe revocarse el fallo que se revisa en cuanto la condenó en forma solidaria con el otro demandado, a pagar los  perjuicios tasados y por conceptos no cubiertos por el contrato de seguro, cuyo análisis no le mereció ninguna atención al juzgado.
En realidad, como lo sostiene el recurrente, sin valoración probatoria alguna, el juzgado resolvió las pretensiones elevadas frente a la compañía aseguradora y esa omisión, como ya se ha hecho a lo largo de esta providencia, la suplirá esta Sala.
El  Código de Comercio no define el contrato de seguro, pero con fundamento en los artículos que hacen parte del Título V, se ha dicho de aquel que es un negocio bilateral, oneroso, aleatorio y de tracto sucesivo por virtud del cual una empresa autorizada para explotar esta actividad, se obliga a cambio de una prestación pecuniaria,  dentro de los límites pactados y ante la ocurrencia de un acontecimiento incierto cuyo riesgo ha sido objeto de cobertura, a indemnizar al asegurado el daño sufrido.

Aquel contrato que sirvió de fundamento a los demandantes para ejercer la acción directa contra la empresa aseguradora, está contenido en la póliza sobre seguro de automóviles No. 1311541 (folio 473) sobre responsabilidad civil extracontractual, otorgada por la compañía Liberty Seguros S.A., en la que figura como tomador, asegurado y beneficiario el señor Jorge Iván García Ballesteros  y que protege los daños causados con el automóvil Mazda, de placa PFK, 020 durante el período comprendido entre el 13 de julio de 2011 y la misma fecha del  año 2012. 

Las condiciones generales de esa póliza también se incorporaron a la actuación y obran a folios 474 a 530 del cuaderno No. 1.

De conformidad con el artículo 1045 del Código de Comercio,  son elementos esenciales del contrato de seguro, el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima o precio del seguro y la obligación condicional del asegurador.

Respecto al seguro de daños, dice el artículo 1083 del Código de Comercio que tiene interés asegurable toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo, el cual además debe ser lícito y susceptible de estimación en dinero 

Por su parte,  el numeral 9º del artículo 1047 exige como requisito de la póliza de seguro, que se expresen los riesgos que el asegurador toma a su cargo, es decir, deben señalarse con precisión cuáles son los sucesos inciertos, independientes de la voluntad del tomador, del asegurado o del beneficiario que de cumplirse dan lugar a la indemnización previamente establecida.

Alega el impugnante que la jueza de primera instancia lo condenó de manera solidaria a pagar el valor de todas las condenas impuestas, a pesar de que su obligación solo llega hasta el límite del valor asegurado. Además, que el contrato de seguro excluye expresamente el daño a la vida de relación; en relación con el  daño moral se consagra una cobertura especial, señalándolo en 100 salarios por cada lesionado directo o muerto, mas no para las víctimas de rebote, quienes no están amparadas por el seguro y se pactó además que el lucro cesante tiene un valor asegurado del 10% del valor asegurado que es de $200.000.000, o sea que solo cubre  hasta $20.000.000. 

El artículo 1127 del Código de Comercio, antes de ser modificado por la Ley 45 de 1990, decía: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley. Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, con la restricción indicada en el artículo 1055”. 

Con fundamento en esa norma, se entendía que en razón a que se  aseguraba el daño patrimonial que sufría  el asegurado, debían incluirse los perjuicios patrimoniales y los extrapatrimoniales, así estuviesen excluidos de la respectiva cobertura porque lo que el asegurado paga a los terceros por concepto de daños extrapatrimoniales, para él se constituye en un daño emergente, en razón a las erogaciones que debe hacer y que pretendió asegurar con la adquisición del seguro.

Ese criterio fue modificado por esta Sala, mediante providencia del 16 de octubre de 2008
, con ponencia del magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, en el proceso radicado bajo el No. 66001-31-03-004-2006-000007-01, con motivo de la reforma que introdujo al citado precepto el artículo 84 de la Ley 45 de 1990, que actualmente reza: “El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…”  

Se interpretó entonces que de acuerdo con esa disposición, la aseguradora debía indemnizar los perjuicios de orden patrimonial que se le causen a la víctima y que los perjuicios extrapatrimoniales, para que sean objeto de amparo debían ser incluidos como riesgo asegurable.

Ese argumento encontró sustento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y en doctrina que en extenso se transcribió en la providencia referida, entre ellas una sentencia del 19 de diciembre de 2006, dictada en el expediente 2002-00109-01, con ponencia del Dr. Manuel Isidro Ardila Velásquez, a cuya lectura remite la Sala para rendir tributo a la brevedad en esta providencia que ya se ofrece tan extensa.
Sin embargo, recientemente la citada Corporación rectificó su criterio y así, en sentencia SC20959-2017 del 12 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez, en proceso con radicación 05001-31-03-005-2008-00497-01, de la que se leen a continuación algunos apartes, dijo:

“Los «seguros de daños» tienen por objeto la protección del patrimonio del asegurado frente a un perjuicio de orden pecuniario, de ahí que se les reconozca como de mera indemnización. En tal sentido, esta Sala ha indicado que por medio de ellos el amparado logra «la posibilidad de obtener la reparación del detrimento que sufra en su patrimonio a causa del acaecimiento del siniestro» (CSJ SC, 21 Ago. 1978, G. J. T. CLVIII n.° 2399, p. 118 a 124).

Una de las características de este tipo de seguro es «la materialización de un perjuicio de estirpe económico radicado en cabeza del asegurado, sin el cual no puede pretenderse que el riesgo materia del acuerdo de voluntades haya tenido lugar y, por ende, que se genere responsabilidad contractual del asegurador. No en vano, en ellos campea con vigor el principio indemnizatorio, de tanta relevancia en la relación asegurativa». (CSJ SC026-1999, 22 Jul. 1999, Rad. 5065 y CSJ SC, 24 May. 2000, Rad. 5439; el subrayado no es del texto).

De acuerdo con el artículo 1082 del Código de Comercio, los seguros de daños «podrán ser reales o patrimoniales». Los primeros, también conocidos como «de cosas», recaen sobre bienes muebles o inmuebles, determinados o determinables…
La segunda tipología corresponde a los seguros patrimoniales, los cuales sin estar vinculados a un bien o cosa en particular, «protegen la integridad del patrimonio económico contra el detrimento eventual que pueda afectarlo desfavorablemente y que tanto puede originarse en una disminución del activo como en un aumento del pasivo»
. Los seguros de responsabilidad civil y de cumplimiento pertenecen a esta especie...”
Luego de señalar las diferencias entre esos tipos de seguros indicó la Corte que ellas justifican una regulación normativa independiente que atienda las especificidades de cada uno, realidad a la que no fue ajena el legislador, que en  los artículos 1127 a 1133 del CCo, en el artículo 4º de la Ley 389 de 1997 y en otras disposiciones que  crearon modalidades de seguros obligatorios para ciertos sectores de la economía o actividades específicas, estableció una reglamentación especial para el seguro de responsabilidad civil, de manera que a este no se le aplican las normas que regulan otras categorías, ni aquéllas que aun siendo comunes a los seguros de daños, entran en contradicción con normas que de modo especial gobiernan el seguro de responsabilidad civil como por ejemplo el artículo 1088 del código citado, que no está llamado a aplicarse porque existe una disposición que regula íntegramente lo concerniente a la indemnización a cargo del asegurador en ese tipo de seguros y explicó que ese precepto consagra un principio de la reparación común a los seguros de daños, se trata de una norma general frente a esa clase de convenios, mientras que el artículo 1127 de la misma codificación es un precepto exclusivo de los seguros de responsabilidad civil al consagrar de modo expreso que los perjuicios comprendidos en la indemnización que debe pagar la compañía aseguradora, son los «patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra».
De esa manera las cosas, aduce la Corte, es norma especial y ulterior cuya aplicación prevalece de acuerdo con las reglas de prelación normativa contempladas en el artículo 10 del Código Civil, subrogado por el numeral 1º del artículo 5º de la Ley 57 de 1887, a cuyo tenor «la disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que tenga carácter general», y 2º de la Ley 153 de 1887, conforme a la cual la norma posterior prevalece sobre la anterior.

Después de referirse a la evolución normativa del seguro de responsabilidad y a las modificaciones que se han hecho al artículo 1127 del estatuto mercantil, a las que antes hizo alusión esta Sala, explicó que en su versión original su fin primordial era la de indemnizar al asegurado de los eventuales perjuicios derivados de sus actuaciones e indicó que el móvil del último para contratar no era otro que el de evitar las pérdidas económicas que llegara a sufrir en caso de resultar responsable civilmente ante otras personas y se viera obligado a indemnizarles los daños que les causara. 

Y al compararla con la que actualmente se haya vigente, después de ser modificada por la ley 45 de 1990, concluyó que el legislador reemplazó el verbo ‘sufrir’ por ‘causar’, de modo que si antes preceptuaba que el seguro de responsabilidad «impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que sufra el asegurado» con motivo de la responsabilidad en la que incurra; ahora establece que dicho contrato «impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado» con ocasión de esa responsabilidad y textualmente expresó: 

“Sin embargo, tal modificación no tuvo un propósito distinto al de garantizarle a la víctima el pago de los daños que le fueron irrogados, y por eso en virtud de la reforma, ella pasa a ser beneficiaria de la indemnización y titular de un mecanismo directo para obtener el resarcimiento.”
Y para sustentar ese aserto, transcribió las precisiones que al respecto hizo en la exposición de motivos de la reforma que se proponía, hoy convertida en ley 45 de 1990, el Ministro de Hacienda y Crédito Público  y las que se hicieron en la ponencia para primer debate en la Cámara de  Representantes, para concluir que lo que quiso la ley fue procurar la tutela eficaz de los derechos del damnificado, pero nada más y por tanto: 

“no existe razón válida para afirmar que desapareció la razón de ser del aseguramiento, cual es la de servir como garantía de la indemnidad patrimonial del asegurado, quien precisamente acude a dicha modalidad como medida para precaverse de las consecuencias de sus actos.  

La función primigenia de esta tipología de seguro no fue suprimida ni alterada, pues el artículo 1083 del Código de Comercio vincula el interés asegurable al patrimonio del asegurado, el cual puede resultar afectado por la ocurrencia de hechos u omisiones por las cuales sea llamado a responder, de ahí que únicamente él sea su titular, condición objetiva que la inserción normativa del propósito de reparación del ofendido no modificó, como tampoco sufrió alteración el riesgo asegurable que continúa siendo el mismo.
Esa ha sido la posición de esta Sala, para la cual la modificación legal no alteró el objeto ni la finalidad propia del seguro de responsabilidad civil. …
De modo que una interpretación de la regulación del seguro de responsabilidad civil que desconozca, suprima o aminore su función originaria en cuanto a la protección patrimonial del asegurado, desnaturalizaría el contenido esencial de dicho convenio y particularmente la función con la que fue concebido por la ley, en demérito de la confianza que el asegurado deposita al acudir a esa modalidad de aseguramiento…
Encuentra la Corte que el planteamiento contenido en la providencia citada de 19 de diciembre de 2006, no solo no era imperioso en el asunto tratado entonces, sino que no guarda relación con el genuino sentido del artículo 1127 del Código de Comercio, razón por la cual en este pronunciamiento se recoge aquella doctrina…”

De acuerdo con lo expuesto, esta Sala cambiará nuevamente su criterio, para separarse del que se modificó desde la sentencia proferida el 16 de octubre de 2008 y acogerá aquel que plasmó la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de la que se acaban de leer algunos de sus apartes, pues en aquella providencia se hizo lo mismo con fundamento en la sentencia de esa Corporación, del 19 de diciembre de 2006, de la que ahora se aparta con argumentos sólidos y con sustento en otros fallos, sin que tenga esta Sala razón alguna que justifique separarse de ese último precedente del órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria.

Ello, a pesar de que por sentencia proferida el 16 de febrero de 2018, con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera, se resolvió asunto similar al que plantea el caso concreto, con fundamento en el criterio que ahora se cambia, y que fue objeto de acción de tutela, resuelta por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de mayo de 2018,  que negó el amparo pretendido. 
De esa manera las cosas, para este tribunal no tienen acogida los argumentos del apoderado de la compañía aseguradora, en cuanto aduce que el contrato de seguro no cubre el daño a la vida de relación que fue expresamente excluido, ni los perjuicios morales para personas diferentes a las víctimas directas del accidente, porque como lo explica la jurisprudencia de que se trata: 

“… los perjuicios que el demandado causa a la víctima le generan un detrimento económico al tener que pagar la condena a indemnizar integralmente los daños que causa al demandante; luego, constituye el mismo menoscabo pecuniario que el asegurado sufre al tener que solventarlos de su patrimonio. Por consiguiente, cuando la norma en comento alude a «los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado» no se está refiriendo a la clasificación de los perjuicios (patrimoniales y extrapatrimoniales) dentro de la relación jurídica sustancial entre demandante y demandado en el proceso de responsabilidad civil, sino al detrimento económico que surge para el asegurado dentro de la relación que nace en virtud del contrato de seguro, los cuales son siempre de carácter patrimonial para el asegurado, independientemente de la tipología que se les haya asignado al interior del proceso de responsabilidad civil…  

3. Vistos los artículos 1127 y 1133 del Código de Comercio, con las reformas introducidas por los artículos 84 y 87 de la Ley 45 de 1990, desde la perspectiva expuesta y en conjunto por ser complementarios, responden a un patrón de reparación completa e inmediata de la víctima, que comprende la indemnización de los perjuicios de toda índole, porque el término de «patrimoniales» bajo la nueva redacción del primero sigue refiriéndose a la carga que surge para el asegurado y debe asumir la aseguradora.

Por tal razón no puede decirse que el amparo por los «perjuicios extrapatrimoniales» de la víctima debe estar expresamente contemplado en la póliza como resultado de una lectura simplista del precepto y en desarrollo de la libertad contractual, ya que darle ese alcance restrictivo sería ir en contra del querer del legislador y los fines que inspiraron la reforma...”
Aduce el apoderado de la compañía de seguros que el lucro cesante “tiene un valor asegurado del 10% del valor asegurado que es de $200.000.000” y que por tanto, solo llega hasta 20 millones. 

En la póliza que recoge el contrato de seguro de que se trata se  pactó en $200.000.000 la cobertura por  lesión o muerte a más de una persona. 

En las condiciones generales de  esa póliza se expresa en la cláusula tercera, parágrafo primero del numeral 3.1 lo siguiente: “Liberty Seguros S.A., limita el valor máximo a indemnizar por evento, en lo concerniente a los perjuicios por lucro cesante amparados bajo la cobertura de responsabilidad civil extracontractual, independiente del número de personas afectadas, llámese lesionado directo, reclamantes o causahabientes para los casos con personas fallecidas, al equivalente al 10% del límite del valor asegurado por daños a bienes de terceros, lesiones o muerte a una persona o lesiones o muerte a más de una persona. El porcentaje antes mencionado se entiende contemplado dentro del límite asegurado, y no operará en ningún caso en adición a este”.
Lo relacionado con el contenido de esa última cláusula no será objeto de análisis en esta providencia, porque como se ha expresado, el lucro cesante que se reconoció a cargo del señor García Ballesteros y a favor de las víctimas directas del accidente,  se convierte en un daño emergente para el asegurado y por ende, la compañía de seguros debe responder por la indemnización en la forma establecida en la respectiva póliza que consagra un amparo hasta de $200.000.000 por lesión o muerte a más de una persona.

22. Tampoco tiene razón el apoderado de la compañía aseguradora en cuanto aduce que se le condenó en forma solidaria a cancelar las indemnizaciones reconocidas en la sentencia, porque situación como esa no se plasmó en esa providencia, en la que se le ordenó, en el  ordinal tercero, reconocer al señor Jorge Iván García Ballesteros, lo que deba pagar por las condenas impuestas en este proceso, de acuerdo con la póliza atrás descrita.
CONCLUSIONES Y FALLO

Así las cosas, se confirmará parcialmente la sentencia que se revisa, pues se modificarán, en su cuantía, algunas de las indemnizaciones reconocidas en primera instancia.

Se revocará la decisión que impuso condenas por el daño a la vida de relación, reconocidas a favor de la esposa e hijos del señor José Alonso Mejía Londoño.

No se impondrá condena en costas, de acuerdo con el artículo 365, numeral 3º del CGP, porque la sentencia no será totalmente confirmada.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A      :

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 25 de abril de 2017, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauraron los señores José Alonso Mejía Londoño, María Amparo Hernández, John Anderson y Lina Marcela Mejía Hernández, Diana María, Claudia Patricia, Elizabeth y Diego Álvarez Aristizábal y Mercedes Aristizábal Montes contra Jorge Iván García Ballesteros y la  sociedad Liberty   Seguros S.A. que también fue llamada en garantía. En consecuencia, se modifica el ordinal segundo, exclusivamente en relación con la cuantía de las indemnizaciones que impuso a cargo del señor García Ballesteros, que por tanto queda así:
a) Lucro cesante futuro:

A favor del señor José Alonso Mejía Londoño: $28.086.770.7
A favor de la señora Diana María Álvarez Aristizábal: $27.112.679

b) Daño a la vida de relación: 

A favor del señor José Alonso Mejía Londoño: $33.000.000.

c) Daños morales:

A favor de José Alonso Mejía Londoño: $24.000.000
A favor de María Amparo Hernández: $9.000.000 

A favor de Lina Marcela Londoño Hernández: $4.500.000
A favor de Jhon Anderson Londoño Hernández: $4.500.000
A favor de Diana María Álvarez Aristizábal: $20.000.000

A favor de Mercedes Aristizábal de Álvarez: $10.000.000

A favor de Diego Álvarez Aristizábal: $3.000.000

A favor de Elisabeth Álvarez Aristizábal: $3.000.000

A favor de Claudia Patricia Álvarez Aristizábal: $3.000.000

d) Daños a las motocicletas:

A favor de José Alonso Mejía Londoño: $1.908.000
A favor de Diana María Álvarez Aristizábal: $1.023.000

e) Otros gastos: 

A favor de José Alonso Mejía Londoño: $44.640
A favor de Diana María Álvarez Aristizábal: $5.476.500

Ese ordinal SE REVOCA en cuanto a las condenas que por el daño a la vida de relación reconoció a favor de la esposa e hijos del señor José Alonso mejía Londoño.

SEGUNDO: Sin costas en esta instancia.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones aquí adoptadas quedan notificadas en estrados.
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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